Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 

(Es la hora 17 minutos.) 

En ausencia de la señora Presidenta, corresponde elegir Presidente ad hoc. 
SEÑOR PARDIÑAS.- Propongo a la señora Legisladora Payssé. 
SEÑORA SECRETARIA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

7 en 8. Afirmativa. 

(Ocupa la Presidencia ad hoc la señora Legisladora Paysée.) 
SEÑORA PRESIDENTA ad hoc (Payssé).- 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 
SEÑORA SECRETARIA.- 


- Nota del Comisionado Parlamentario, Dr. Alvaro Garcé, de fecha 27 de julio de 2011, adjuntando 
nota cursada al señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, en relación a la guardia externa del 
Centro Nacional de Rehabilitación. 


- Nota de la Cámara de Representantes adjuntando copia de la versión taquigráfica de las palabras 
pronunciadas por la señora Representante Daniela Payssé, referidas a las manifestaciones 
realizadas por la Mesa de Trabajo sobre Mujeres Privadas de Libertad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde entrar al segundo punto del orden del día, relativo al Informe 
del Relator de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados 
Americanos sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en Uruguay, en ocasión de su 
visita a nuestro país los días 4 a 8 de julio de 2011, para lo cual cedemos el uso de la palabra al 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Álvaro Garcé. 


SEÑOR GARCÉ.- Agradezco a la Comisión la posibilidad de estar aquí nuevamente. Como siempre 
digo, es una obligación funcional del Comisionado Parlamentario informar a todos los legisladores y 
legisladoras pero, además, es un gusto hacerlo. 


Soy respetuoso del orden del día y tengo claro que la citación a la Comisión es a los efectos 
de trabajar sobre la base del documento emanado de la reciente visita del Relator de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos sobre los 
Derechos de las Personas Privadas de Libertad, el doctor Escobar Gil, que tuvo lugar en nuestro país 
entre los días 4 y 8 de julio de 2011. Sin embargo, entendí conveniente traer algunos otros asuntos a 
consideración de la Comisión. Los mencionaré brevemente, quedando a su disposición para ampliar, si 
fuera necesario. 


En primer lugar, he hecho entrega a la Secretaría de un material con información estadística; 
ha sido preparado con la premura del caso, pero en estas horas en que se está hablando y debatiendo 
sobre el hacinamiento, me parecía importante poner a disposición de la Comisión los datos que 


poseemos. Aclaro que estamos procesando información de todo el país. Hemos librado oficios a todas 
las Jefaturas de Policía a efectos de tener un completo relevamiento que, seguramente, estará 
completo el 31 de agosto. 


Además, se encuentra a disposición de la Presidencia un material en el que están 
relacionados 211 oficios que refieren a personas privadas de libertad que han requerido asistencia 
médica y no la han recibido. 


Entiendo que en este caso se está configurando una situación cuasi delictiva que ameritará 
la presentación de tres denuncias penales para que los responsables médicos del servicio de Libertad, 
Cabildo y del sector masculino de la Cárcel Departamental de Canelones puedan explicar por qué no 
se ha respondido uno solo de los 211 oficios. Tal vez esta es solamente una omisión de carácter formal, 
pero a su vez es sustancial, porque esas personas no han recibido -de acuerdo con el relevamiento 
que ha hecho el personal médico de nuestra oficina- ningún tipo de asistencia. Entendemos que ante el 
perfilamiento de una situación de estas características -teniendo en cuenta la contumacia y que, 
prácticamente, hay un desafío porque hicimos los reclamos por teléfono, de buena manera y acudimos 
al contacto personal y aun así no logramos ningún resultado-, amerita que la Justicia penal intervenga, 
sobre todo, porque en uno de esos casos se produjo una muerte que actualmente investiga la Justicia 
penal en la ciudad de Libertad, departamento de San José. 


Quería informar esto a la Comisión no solo porque es mi obligación hacerlo sino porque, 
además, esa ha sido la norma de trabajo entre nosotros. Cuando hubo algún tipo de comunicación a la 
Justicia siempre se le ha hecho saber a la Comisión, en algunos casos antes y en otros después. En 
este caso, me pareció que lo oportuno era informar primero antes de tomar la medida de pasar los 
antecedentes a la Justicia penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El material que ha proporcionado el Comisionado será fotocopiado y 
repartido a los señores legisladores. 


Para aclarar la eventual omisión de asistencia en 211 casos, quisiera saber lo siguiente. 
Según teníamos entendido, se había llegado a un acuerdo con ASSE para la atención de personas 
privadas de libertad. En ese sentido, quisiera saber si pueden ampliar la información para entender por 
qué ocurren estas cosas y, eventualmente, determinar responsabilidades. 


SEÑOR GARCÉ.- Voy a describir la situación. Esto no implica hacer una conjetura, sino que es un dato 
de la realidad. 


Desde el momento en que se comenzó a aproximar esa transición, a nosotros se nos hizo 
cada vez más difícil obtener algún tipo de respuesta ante los reclamos de asistencia médica, de parte 
de los Servicios Médicos Penitenciarios de estos tres lugares que son, repito, Penal de Libertad, Cárcel 
Departamental de Canelones y Cabildo. Sabemos que está proyectada la ampliación del Programa de 
Sistema de Atención Integral de las Personas Privadas de Libertad a cargo de ASSE que está 
funcionando muy bien. Desde que se inauguró esta experiencia hace años en el COMCAR, la calidad 
de la asistencia mejoró muchísimo. Efectivamente, la calidad de la asistencia mejoró y también desde 
el punto de vista de la actitud con la que las personas son atendidas. Esto lo notamos prácticamente en 
los primeros quince días cuando ingresaron los médicos y el personal paramédico de ASSE. 


En ese sentido, el Penal de Libertad, en principio y si todo sale de acuerdo con el 
cronograma fijado, estaría recibiendo el Programa de Sistema de Atención Integral de Personas 
Privadas de Libertad de ASSE en el mes de octubre. Esto es una muy buena noticia porque vemos las 
dificultades que existen. Además, en algún caso, ha habido alguna muerte y la Justicia tendrá que 
determinar si tiene que ver o no con la omisión de asistencia. Yo puedo decir a esta Comisión, con 
absoluta responsabilidad, que en el caso de la persona que falleció hace un tiempo en el Penal de 
Libertad, los reclamos de asistencia médica habían sido insistentes y tuvimos una respuesta deficiente. 


Por lo tanto, creo que la información que estoy brindado a la Comisión debe ser entendida en 
el contexto de la valoración positiva de la atención que está dando el servicio de ASSE. Asimismo, 
quiero reafirmar lo que dije al principio, en el sentido de que en los últimos meses ha sido cada vez 


más difícil obtener algún tipo de respuesta -aunque sea mínima- de parte del personal médico que 
sería sustituido y que tendrá otros destinos. Es evidente que si alguien por alguna razón no se siente a 
gusto en su trabajo, lo mejor que puede hacer es dejar el lugar a otras personas que deseen realizar 
esa labor, sobre todo cuando se trata de asistencia médica. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo alguna duda con respecto al convenio que se hizo con ASSE. Tuve 
oportunidad de visitar el COMCAR y, al igual que el Comisionado Parlamentario, tengo la impresión de 
que la atención que brinda ASSE ha mejorado sensiblemente. 


En ese sentido, quisiera saber si en la Cárcel de Canelones y en el Penal de Libertad se 
brinda el servicio de ASSE o si solo está instalado en el COMCAR. Digo esto porque el servicio médico 
de la vieja Dirección Nacional de Cárceles, sería el que estaría en falta. 


SEÑOR GARCÉ.- En el COMCAR la atención médica corresponde exclusivamente al Programa de 
Sistema de Atención Integral de Personas Privadas de Libertad de ASSE. En el Penal de Libertad, en 
la Cárcel Departamental de Canelones, en Cabildo y en el resto de las cárceles la asistencia todavía 
está a cargo del Servicio Médico Penitenciario. En algunos lugares del interior, la asistencia médica 
depende de médicos de las Jefaturas de Policía que realizan esa tarea porque son las personas que 
están más próximas. En algunos casos la asistencia se brinda en forma correcta y en otros existen las 
mismas dificultades que en la zona metropolitana. 


El Programa de ASSE se encuentra en el COMCAR y en el Hogar El Molino. Hace unos días 
estuvimos en el Hogar y vimos que la enfermería es impecable, inclusive las madres que están allí 
destacaron el nivel y el tipo de atención que reciben desde el punto de vista médico. El servicio de 
ASSE también se encuentra en CNR, donde ha aumentado mucho la población y ha variado la 
composición. Es un establecimiento que se inauguró en agosto de 2002 y tenía una población de 
alrededor de 120 personas, en general hombres. El año pasado ingresó un grupo de mujeres, por lo 
tanto prácticamente la totalidad de las mujeres que estaban en Cabildo están en CNR. De todos 
modos, en Cabildo quedan alrededor de 100 mujeres privadas de libertad. 


Resumiendo podemos decir que los problemas más graves de omisión de asistencia se dan 
en el Penal de Libertad, en la Cárcel masculina de Canelones y en Cabildo, mientras que en los 
lugares donde está funcionando el servicio de ASSE la atención es satisfactoria y, en algunos casos, 
realmente muy buena. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el informe del Relator de la OEA quien visitó nuestro 
país acompañado del doctor Garcé. 


Por lo tanto, más allá de que contamos con el informe, solicitamos al doctor Garcé que nos 
haga un breve relato de los datos que de allí emanan. 


SEÑOR GARCÉ.- La presencia de observadores internacionales, primero de la ONU y luego, en dos 
oportunidades, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha significado un muy buen 
aporte para el análisis de la realidad penitenciaria nacional. 


Es muy destacable -así lo han dicho los propios relatores con quienes hemos interactuado- la 
apertura con la cual han sido recibidos y las posibilidades que han tenido de visitar absolutamente 
todos los establecimientos que han querido inspeccionar. 


La visita del Comisionado Escobar Gil llegó en un momento muy oportuno, en un momento 
de transición. Nosotros, a comienzos de este año, planteamos que este iba a ser un año de cambio 
muy fuerte del escenario penitenciario, y todo parece indicar que así está siendo. Lo dijimos antes de 
que se cerraran Las Latas del Penal de Libertad, antes de que se produjeran las inauguraciones de las 
Cárceles de Rivera y de Las Rosas y antes de la ampliación del COMCAR y del Penal de Libertad. 
Unos meses antes, en diciembre del año pasado, ya había sido inaugurada la Cárcel de Punta de 
Rieles. 


En ese contexto, nos visitó el Comisionado Escobar Gil, con quien tuvimos la oportunidad de 
hablar largamente aquí, en el despacho, antes de ir al día siguiente al COMCAR. También compartimos 
un almuerzo en Cancillería con él, con el señor Ministro del Interior, con el señor Subsecretario de 
Relaciones Exteriores y con otras autoridades, en el que se trataron temas inherentes al sistema penal. 


Me impresionó el compromiso, las ganas que tenía el Comisionado de llegar muy a fondo en 
el conocimiento de la realidad. Creo que sus preguntas fueron muy oportunas y precisas, en el sentido 
de que demostraba que tenía un cierto conocimiento de dónde había llegado. Nosotros le insistimos en 
ese contexto de transición y le dijimos: “Si usted hubiese venido hace dos años, le puedo asegurar que 
el análisis hubiera sido distinto. Usted va a ir al COMCAR, que es la cárcel principal, y encontrará el 
35% de la población privada de libertad en el país y también dificultades importantes desde el punto de 
vista locativo. Después, se dirigirá al Penal de Libertad. Esa será la visita a la cárcel más cerrada y va 
a encontrar otro tipo de dificultades”. 


Lo cierto es que el Comisionado Escobar quedó realmente muy impresionado en el 
transcurso de la visita al COMCAR. Primero recorrimos los Módulos N* 1 y N* 2, que son los de 
seguridad y los más cerrados de ese establecimiento. Después, nos dirigimos al Módulo N* 4. Antes de 
hacerlo, fuimos a lo que va quedando del Módulo N* 3, que tradicionalmente había sido el más 
conflictivo, donde se habían generado distintos hechos de violencia y que fuera cerrado en junio de 
este año porque su estado de deterioro era total. Simplemente, iba quedando en pie la estructura y 
poco más. Días después de haber sido cerrado, el módulo fue objeto de vándalos. Es decir, las pocas 
cosas que quedaban, a esa altura, ni siquiera se encontraban allí. Por ejemplo, los pocos inodoros que 
habían en las celdas, fueron arrancados y llevados a otros módulos. Es decir, todo lo que se podía 
transportar, fue transportado. 


Observamos esa estructura, y nos dirigimos al Módulo N* 4. Diría que esa fue la parte más 
interesante de toda la visita debido a una situación que ocurrió, que voy a relatar muy brevemente. El 
Módulo N” 4 básicamente tiene reincidentes. No son considerados los más peligrosos; los que tienen 
peor conducta desde el punto de vista carcelario, están en el Penal de Libertad. Llegamos de mañana, 
en el momento en que la población reclusa se estaba levantando. Recorrimos la parte de adelante, que 
suele ser la más tranquila en cada uno de los módulos, no hubo mayor novedad allí y nos dirigimos al 
fondo. Allí se encontraban todos en las mismas condiciones en que están cada mañana: se levantan de 
la celda, empiezan a deambular por los corredores y, eventualmente, por la azotea. Nos aproximamos 
a la reja, pedimos para ingresar a un sector que es conocido como "cantegril" -o algo parecido-, que es 
la zona de más deterioro y mayor nivel de hacinamiento. Era imposible ingresar en esas condiciones 
porque todos los internos estaban sueltos y la única alternativa era pedirles que voluntariamente 
ingresaran a las celdas. Se lo comunicamos, les explicamos que el motivo de la visita era el 
conocimiento de la realidad por parte de un relator internacional, un Comisionado de la OEA, que era 
muy importante, y que eso iba en directo interés de las personas que estaban allí. En menos de cinco 
minutos, todos estaban en las celdas voluntariamente. Es decir, se produjo lo que se llama el "tranque", 
que normalmente lo hace la Policía a la hora 17, pero ese día se produjo entre la hora 9 y 55 y 10, en 
un horario en el que normalmente suelen estar en los corredores. A partir de allí la visita fue pacífica y 
ordenada, pero era notorio la sorpresa que tenía el Comisionado Escobar, al preguntar por qué el 
establecimiento tenía el grado de deterioro que presentaba, con una estructura a la que poco más que 
eso le queda, incluyendo los cables que están por todos lados, las aguas servidas, las cloacas que 
están sin tapa, etcétera. 


Las impresiones que él resumió las fue adelantando con sus expresiones, en el momento en 
que realizaba la visita. 


En definitiva, creo que el Comisionado Escobar reconoció el esfuerzo que hizo el Estado 
uruguayo por priorizar la situación carcelaria y la inversión que se viene haciendo. Creo que llegó a 
apreciar que él conoció esta realidad en un momento de cambio, donde coexiste lo viejo y lo que se 
intenta ir gestando, no sin dificultad. Por otro lado, quedó muy impresionado por las realidades que 
todos nosotros conocemos. En este sentido, debemos tener en cuenta que cuando se cancela la 
prioridad número uno en la lista, la que era la número dos pasa al primer lugar. La primera prioridad era 
el cierre de Las Latas. 


Por eso hoy la peor de todas las situaciones se da en el COMCAR, que tiene un 
hacinamiento del 200%. Tiene un total de 3.200 personas y no más de 1.600 plazas. Lo más 


complicado es que no hay una distribución uniforme en siete módulos. El COMCAR tiene ocho 
módulos, pero el N* 3 está cerrado. Quedan siete. De ellos, hay tres que no presentan hacinamiento. 
Por lo tanto, toda la recarga que tiene el establecimiento es soportada por cuatro módulos: los N* 1, 
N? 2, N? 4 y N? 5, particularmente, los N* 4 y N” 5, en donde la situación, en buena medida, se parece 
a lo que constatábamos entre 2007 y 2008 cuando allí no podía entrar una persona más. En aquel 
momento -lo planteo a la Comisión porque puede ser una alternativa-, varió la política de ingresos. Se 
cerró el COMCAR a los nuevos ingresos durante cuatro meses y a partir de allí, los niveles de 
hacinamiento bajaron. Había 3.200 personas y, tres meses después, se llegó a un número gestionable: 
2.600. 


¿Por qué se pudo hacer esto? Porque el Penal de Libertad estaba reciclado y había 750 
plazas. La pregunta es: ¿hoy existen plazas disponibles? Sí, sin duda. Hay 300 plazas disponibles en 
Punta de Rieles y, por lo menos, 200 en Rivera. Tampoco es cuestión de que el que sea procesado en 
Montevideo vaya inmediatamente a Rivera. Pero en este momento en el que hay cárceles que están al 
50% y cárceles que están al 200%, hay que pensar rápidamente en una modificación, al menos 
transitoria, de la política de ingresos, para que los que están más sobrecargados, como el COMCAR, 
no sigan incrementando los niveles de sobrepoblación. 


Digo esto porque en las últimas horas, al conocerse el proyecto de creación del Instituto 
Nacional de Rehabilitación, se introdujo la noción de hacinamiento crítico como un factor que podría 
llegar a desencadenar consecuencias procesales. Por lo tanto, esto necesariamente tiene que estar en 
conocimiento de ustedes, ya que el margen que existe en el COMCAR y en algunos otros 
establecimientos es, realmente, mínimo. Hemos visto pabellones femeninos como, por ejemplo, el de 
Salto, donde hay diez mujeres y cinco niños en un espacio en el que podría haber tres personas. 
Además, en Salto, hay una madre que está durmiendo en una cama con sus dos hijos en un corredor. 
Al mismo tiempo, existe un proyecto para mudar el pabellón femenino a una casa que se va a reciclar, 
que está al lado de la cárcel. Eso está en vías de gestión. El tema es que tal vez por la vía del traslado 
O la reasignación, se podrían estar aliviando las situaciones más terribles desde el punto de vista del 
hacinamiento. 


SEÑOR PÉREZ.- Con respecto a los reclusos con VIH, ¿están recibiendo la medicación en tiempo y 
forma? ¿Es la adecuada? También quisiera que nos informara acerca del régimen alimentario que 
deben tener. 


SEÑOR GARCÉ.- Es un tema que particularmente me ha ido sensibilizando en los últimos tiempos, 
sobre todo a partir de la participación en los dos últimos Diálogos Regionales Latinoamericanos sobre 
personas que viven con VIH. En esos Diálogos Regionales, el año pasado en Panamá y este año en 
San Pablo, se trató el tema de las personas privadas de libertad que viven con VIH, no con mucho 
éxito, porque no fue el tema que más acaparó la atención, sino que más bien fue difícil de instalarlo. La 
atención estaba centrada en otros puntos, desde luego, también muy importantes. 


En el caso de Uruguay, tenemos la seguridad de que existen unas ciento cinco personas que 
viven con VIH, que están diagnosticadas, que reciben un seguimiento por parte del Servicio de 
Enfermedades Infectocontagiosas. A cargo de esta atención se encuentra el doctor Alejandro Estévez, 
que para mí hace una tarea realmente elogiable desde hace mucho tiempo, un poco jugado a sus 
propias posibilidades, en el sentido de que a veces ese servicio queda un poco solo. Yo creo que la 
tarea de seguimiento que realiza este Servicio es muy destacable; el problema es que probablemente 
existan muchos otros casos de personas que viven con VIH dentro de las cárceles y que no están 
diagnosticadas. Por lo tanto, no están recibiendo la medicación ni la dieta que corresponde de acuerdo 
con su situación. En el caso de las personas que sí están diagnosticadas, reciben un complemento 
alimentario que, en general, es suficiente. El problema es que a veces hay medidas administrativas que 
varían el criterio para la asignación de alimentos y, entonces, estas personas dejan de percibir la dieta 
durante una semana o diez días. Se generan espacios en los que no reciben a tiempo la medicación o 
los alimentos, lo que, evidentemente, resiente la salud, más teniendo en cuenta que se encuentran en 
una situación de mucha vulnerabilidad. 


Por lo tanto, resumo la respuesta diciendo que en aquellos casos en los que existe 
diagnóstico, la atención es muy cuidadosa de parte del Servicio de Enfermedades Infectocontagiosas. 
El problema es que acá seguramente debemos tener un material que está debajo de la punta del 
iceberg, que seguramente implique que hay otras personas que actualmente están viviendo en el 


sistema penitenciario con VIH. En ese sentido, creo que la extensión del servicio de ASSE a todos los 
establecimientos permitiría un seguimiento mucho mejor y, sobre todo, una detección a tiempo. Es 
decir que cuando la persona ingresa a la cárcel, no solo se deben tener en cuenta sus antecedentes 
desde el punto de vista de la trayectoria delictiva, sino también sus particularidades como pacientes, 
para que se les pueda dar el tratamiento que necesiten en todos los sentidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería hacer una consideración y alguna reflexión con pregunta. 


Nosotros recibimos un informe del Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, de 
fecha 24 de junio, precisamente sobre la situación de las personas privadas de libertad que viven con 
VIH en el Uruguay, del cual surge que 104 son hombres y 14, mujeres. Asimismo, se habla del 
seguimiento de la atención médica y de las características particulares de estos enfermos en lo que 
respecta a la alimentación, la higiene, etcétera, etcétera. No voy a abundar en esto, porque todos 
debemos haber leído el informe, pero quisiera saber si, de alguna forma, hay alguna sistematización en 
el sentido de su intervención en un seminario en San Pablo. Me gustaría saber si este tema va a tener 
una continuidad en las acciones a tomar y si cabe la posibilidad de que apostemos a hacer un 
seguimiento o, por lo menos, a prestar una atención especial. 


Por otro lado, quería plantear que leí y analicé las recomendaciones del Comisionado 
Rodrigo Escobar, y creo que, en general, nos encontramos con las mismas recomendaciones que 
recibimos del Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario, doctor Garcé y con similares 
diagnósticos a los que más de una vez hemos hecho acá, aunque con una diferencia, porque el 
Comisionado va resaltando cosas positivas que ve. Valora como positivas varias cosas -luego señala lo 
que valora como no positivo- que también fueron valoradas positivamente acá. Seguimos con los 
problemas estructurales de superpoblación, etcétera, pero a mí no me llamó la atención, porque es un 
tema que tengo bastante internalizado. Lo que me preocupa y sé que a ustedes también, tiene que ver 
con lo que plantea el Comisionado cuando en la página 2 del informe dice: "Otro punto de gran 
preocupación de la Relatoría es el uso generalizado de la prisión preventiva y por períodos de tiempo 
que muchas veces exceden un plazo razonable". Se dice eso en el primer informe, pero cuando vamos 
al informe más detallado, hay un capítulo que se titula "Prisión Preventiva" -no voy a leer todo lo que 
dice-, del que quiero colectivizar algo con los colegas y, obviamente, con el Comisionado Parlamentario 
para el Sistema Carcelario. En el punto 39. dice: "De acuerdo con datos oficiales de la División de 
Estadística y Análisis Estratégico del Ministerio del Interior (actualizados al 30 de junio de 2011)" -o sea 
que es bastante actual- "del total de 9.067 reclusos, 5.908 serían procesados (65%)" -están con prisión 
preventiva- "y 3.159 penados. Esta diferencia es aún más marcada en los establecimientos 
departamentales donde el porcentaje de procesados asciende a 71,8% del total de personas privadas 
de libertad". 


No quiero abundar en datos que están en este informe, pero como esta es una preocupación 
reiterada de quienes en el período pasado estuvimos en esta Comisión, vuelve a repetirse y no tiene 
que ver con este Poder del Estado, sino con otro, quisiera saber cómo podríamos instrumentar o 
mejorar esta situación, porque es cierto que en muchos países -por acá también lo dice, pero ya lo 
sabemos quienes nos interesamos en estos temas- no necesariamente tiene que ser la prisión 
preventiva la única alternativa para una persona que está dentro de un proceso judicial. Entonces, 
quisiera saber si el señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario puede hacer alguna 
referencia sobre esto que me llamó la atención. 


SEÑORA BOTTINO.- Tenía la misma inquietud que la señora Presidenta. 


En el mismo sentido, y por la experiencia que tenemos de recorrer, sobre todo, las cárceles 
del interior, la inmensa mayoría son procesados y no penados. 


Lo que también nos preocupa es lo que se dice en el punto 42 del informe del Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario: "En reunión sostenida con representantes del Poder Judicial, 
estos indicaron que el uso de la prisión preventiva por parte de los jueces penales es obligatorio por el 
tipo de delito, por lo que no hay forma de que el juez pueda disponer otra medida, indicando que el 
auto de procesamiento lleva por sí la prisión preventiva", es decir, aquellos delitos que, evidentemente, 
tienen pena de Penitenciaría. 


Quisiera saber si esto es así o también se da la circunstancia -más adelante también lo 
refleja- que nosotros hemos percibido: que son procesados y luego olvidados en las cárceles. Eso es lo 
que, en definitiva, va unido a la falta de atención que tienen y que queda remarcada acá y que recalcan 
las personas privadas de libertad en cuanto al contacto, fundamentalmente, con los Defensores de 
Oficio. Se adopta la primera medida, que es el procesamiento con prisión, y luego el devenir judicial del 
expediente sigue su transcurso y la persona queda ahí, muchas veces sin mayor contacto con el Poder 
Judicial en sus diversas facetas. Esa es la preocupación que hemos recogido de las personas privadas 
de libertad. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero hacer una consideración sobre este tema. 


Quizás el Relator ignore la arquitectura de nuestro sistema legal. Nosotros tenemos un 
sistema inquisitivo. Él expresa que la prisión preventiva de las personas que tengan que ser juzgadas 
no debe ser la regla general, pero aquí hay determinados actos delictivos a los que no se les pueden 
aplicar medidas alternativas o sustitutivas. Por ejemplo, si se trata de reincidentes, esas medidas no 
caben, al igual que en determinados tipos de delitos en los que deba recaer pena de penitenciaría. De 
manera que hay una limitante legal que quizás el Relator no conozca. Además, distinto es el sistema 
acusatorio en el cual, hasta la sentencia, en términos generales, no se priva de libertad a aquel 
sometido a proceso. 


Reitero que nosotros tenemos un sistema inquisitivo. En la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado estamos estudiando la reforma del Código del Proceso Penal que puede ser 
una salida para este tema, pero es menester una reforma de la ley porque, de lo contrario, es imposible 
que no recaiga prisión preventiva en algunos casos, ya que la ley lo impide. 


SEÑOR GARCÉ.- Voy a contestar las inquietudes en el orden en que han sido planteadas. 


Con respecto a la situación de las personas que tienen VIH en cárceles -planteada por el 
señor Diputado Pérez y la señora Presidenta-, comparto que es muy importante focalizar la atención en 
este grupo como uno de los que se encuentra en situación de mayor vulnerabilidad dentro del sistema 
carcelario, así como el de las mujeres, los niños, y los extranjeros, que salvo el Consulado, 
prácticamente no tienen ningún tipo de asistencia, apoyo, ni una familia que les provea el paquete 
semana a semana. Con relación al seguimiento de las personas que tienen VIH, puedo asegurar a la 
señora Presidenta que haremos un especial seguimiento. 


La idea es que algunas cifras que son conocidas para el área metropolitana puedan tener un 
reflejo de carácter nacional. El problema es que como consecuencia de la fragmentación institucional 
-porque algunas de las cárceles dependen de las Jefaturas y otras del área metropolitana de la ex 
Dirección Nacional de Cárceles-, tenemos un problema de construcción de indicadores. Entonces, una 
de las áreas en las que queremos trabajar con mayor énfasis es en la construcción y seguimiento de 
indicadores en esta materia. 


Por lo tanto, me parece muy válida la inquietud de plantear como un tema prioritario a la 
Comisión el seguimiento de estas personas. En particular, nuestra institución va a prestar especial 
atención y tratará de aportar la mayor cantidad de elementos para que puedan hacer el seguimiento 
correspondiente. 


La señora Diputada Bottino, el Senador Moreira y la señora Presidenta se referían a qué 
ocurre con las personas privadas de libertad a la espera de una sentencia de condena o, 
eventualmente, de absolución. En ese sentido, el guarismo se mantiene. Podrá ser 65%, 67% o 68% 
pero, grosso modo, son dos tercios y un tercio. Esa es una constante que se verifica desde hace 
tiempo. Lo que ocurre es que en algunos departamentos como en Maldonado, por ejemplo, llegamos a 
constatar en la cárcel de Las Rosas, en los períodos de verano, que es cuando aumenta la cantidad de 
procesados, una proporción de nueve a uno, es decir 90% de procesados y 10% de penados. Ese era 
uno de los guarismos o escenarios más regresivos desde el punto de vista de las garantías de un 
debido proceso. 


Además -esto lo puedo decir no solo desde la perspectiva de la tarea como Comisionado 
sino, fundamentalmente, desde la experiencia previa como Defensor Público en lo Penal-, el tema es 
que en algún caso los Defensores tienen que renunciar a beneficios, como por ejemplo la posibilidad 
de una apelación, porque si apelan terminan perjudicando a su propio defendido. Esto realmente es un 
contrasentido enorme. Cuando un Defensor está en desacuerdo con la decisión judicial pero tiene sus 
manos atadas porque no le conviene apelar, tenemos una vulneración enorme de los derechos de las 
personas privadas de libertad. Y eso tiene que ver con un sistema procesal lento, trabajoso e 
inquisitivo. Uruguay es uno de los dos países de la región, junto con Haití, que mantiene el viejo 
sistema inquisitivo francés y español del siglo XIX, donde el Juez no solo investiga y dirige el proceso, 
sino que también tiene que condenar. Entonces el Juez, con esa acumulación de poderes, lejos de 
facilitar el desarrollo de las etapas procesales, termina en un devenir extremadamente lento en el que, 
a pesar de la buena voluntad que pueda tener, hay etapas que son preceptivas y que hacen muy 
trabado al desarrollo del juicio. Por ejemplo, hay dos etapas de apertura a la prueba, y en esas 
sucesivas etapas se va consumiendo el tiempo. Si a todo eso sumamos el instituto de la apelación 
automática para todas las penas mayores a tres años, el resultado es que la determinación de una 
causa en primera instancia a veces lleva tres o cuatro años, más la segunda instancia, y se va a cinco 
O seis años. Hay muchas personas que son procesadas por rapiña y su pena mínima oscila en el 
entorno de los cinco años y medio o seis años y entonces, cuando llegan a la mitad de la pena 
probable, todavía les queda muchísimo más y el Defensor no puede pedir el beneficio de la libertad 
anticipada porque su defendido no tiene el carácter de penado. Esa es una grosera vulneración de 
derechos 


¿Cuáles son las causas de esto? Creo que los factores que han sido señalados por la señora 
Presidenta y por el señor Senador Moreira, son ciertos. Hay dificultades que emergen de nuestro 
sistema penal y hay limitaciones. Una gran cantidad de figuras penales tienen un guarismo mínimo de 
penitenciaría y, por lo tanto, excluyen la posibilidad del procesamiento sin prisión o la excarcelación 
provisional. Sobre todo en el caso de la rapiña o del copamiento esto implica, necesariamente, la 
prisión preventiva. Curiosamente, no sucede así con el homicidio simple. 


No hay que tener en cuenta solo eso. En el caso de los reincidentes también en determinado 
momento -hace ya unos años- se introdujo una modificación legislativa que acotó las facultades 
discrecionales de los Jueces. Entonces, si hay una persona que tiene un antecedente de poca entidad, 
de hace ocho años, y comete un mínimo delito ahora y existe prueba, el resultado es que 
necesariamente el procesamiento implicará la prisión. En ese caso, se reproduce aquel escenario que 
describía tan bien el doctor Juan Carlos Patrón en la obra Procesado 1.040: el buen vecino que trabajó 
toda la vida y le rompió una maceta a su vecino, es procesado por un delito de daño. ¿Por qué? 
Porque en ese momento el Juez no tenía otra alternativa legal. 


Sin duda, a mi juicio se requieren algunas modificaciones de carácter legal, sobre todo en el 
tema de esta traba que se ha puesto al Ministerio Público y Fiscal y a los Jueces, en el sentido de que 
cuando las personas son reincidentes esto implica, necesariamente, la prisión preventiva. 


Por otro lado, además de la reforma procesal que debería apuntar hacia la evolución, hacia 
un sistema acusatorio mucho más moderno, que es el que prevalece en los países de la región, habría 
que hacer una reforma mental. Propiciar una reforma mental significa apostar a un modo distinto de 
aplicar las normas, porque con lo que ya se tiene, como por ejemplo la ley del año 2004 de medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva, se podría hacer mucho más de lo que se hace en la práctica. 
Entonces, no solo se deben cambiar las normas sino también la mentalidad con la que se aplican. En 
este sentido, todos estamos de acuerdo en que en un esquema de Estado de Derecho y de separación 
de poderes, el Poder Legislativo no puede hacer mucho más que evaluar, eventualmente, alguna 
modificación de carácter legal tendiendo a restablecer las antiguas facultades que tenían los Jueces 
como para disponer o no el procesamiento con prisión o sin prisión. 


Puedo asegurar que en la práctica el resultado ha sido muy malo. Yo veía Jueces y Fiscales 
que decían: "No tenemos más remedio. Este hombre cometió una tentativa de hurto de una bicicleta y 
hace ocho años robó una garrafa. Pero si cometió el delito de tentativa de hurto, debe ir para adentro". 
Entonces, no es solo el tema del régimen legal. Puedo afirmar que en los últimos diez o doce años la 
prisión preventiva ha sido cada vez más la regla y cada vez menos la excepción. Esto implica 
desconocer el principio constitucional de presunción de inocencia, porque si la prisión es la regla y no 
la excepción se termina subvirtiendo el principio de presunción de inocencia. Hay situaciones que 


antes, hace diez o doce años -puedo dar testimonio de esto porque esa es la época en la que 
trabajaba como Defensor Público- en la práctica se resolvían con procesos sin prisión, pero hoy 
normalmente el proceso implica la prisión en el mismo tipo de delitos. Y antes había delitos que se 
resolvían con treinta o cuarenta y cinco días de prisión preventiva pero ahora he visto casos en los que 
pueden estar siete, ocho o nueve meses, con lo cual queda desmentido ese lugar común según el cual 
"entran por una puerta y salen por otra". No; cuando hay prueba y procesamiento, da la impresión de 
que el procesamiento es cada vez por más tiempo con prisión para más personas, y para personas 
más jóvenes. Ese es uno de los factores que, evidentemente, está retroalimentando el problema del 
hacinamiento. 


A esto hay que sumar la reincidencia, que es muy alta, sobre todo en delitos contra la 
propiedad. 


Aquí, en el material que han recibido, van a encontrar un análisis estadístico de los 
reincidentes en el COMCAR que muestra que hay personas que tienen más de diez antecedentes. 
Está el reincidente que llega por segunda vez y está aquel que llega por decimoquinta vez. En general, 
ocurre en delitos contra la propiedad: hurtos, rapiñas y, eventualmente, copamientos. 


SEÑOR PÉREZ.- Voy a continuar con el capítulo de las enfermedades. 


Los enfermos oncológicos, ya sea hombres o mujeres, ¿reciben el tratamiento adecuado? 
¿Hay un seguimiento después de que son operados? 


¿Se realiza el control de Papanicolau y de mamografía en las cárceles de mujeres? ¿Se 
hace con cierta frecuencia? ¿Se hace en algunas cárceles y no en otras? 


Por último, deseo saber si se está cumpliendo aquello de la prisión domiciliaria para los 
detenidos con enfermedades graves. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tengo que hace otra pregunta más sobre el tema salud y una sobre la 
prisión preventiva, habida cuenta de algunas otras cosas que menciona el relator. 


En primer lugar, cuando hablaba de las personas privadas de libertad que tienen VIH, mi 
preocupación tenía que ver no solo con la atención obviamente que necesitan, sino que, muchas 
veces, estas personas tienen enfermedades oportunistas, o como se les llame. Y una de las 
enfermedades que hoy en día se está vinculando mucho con el VIH es la tuberculosis. Hace poco, 
hubo un Congreso en Panamá de ONU-SIDA en el que se trató la incidencia que tiene la tuberculosis 
en los enfermos de VIH, algo que habíamos desterrado en nuestro país. Pero sabemos que en los 
lugares en donde puede recrudecer naturalmente es en las cárceles, y más si los enfermos de VIH 
están propensos a eso. Además, es una enfermedad que se trasmite de la forma que todos sabemos. 
Por eso lo juntaba a ese otro tipo de cosas. Sé que los enfermos de VIH tienen algunas características 
inmunodepresoras que los hacen pasibles de enfermedades que no son necesariamente contagiosas. 
Pero hay otras que sí lo son; esta sí lo es y es preocupación hoy en día de Naciones Unidas. Por ello, 
formulo esta pregunta. 


En segundo término, quiero decir que tengo claro cuál es nuestro sistema penal y nuestro 
sistema jurídico, y la separación de Poderes. Pero también tengo claro que quien vino a nuestro país 
no debe desconocer cuál es nuestro sistema; debe tener una idea básica de nuestro sistema. Y, a 
pesar de conocerlo o de semiconocerlo, plantea en el punto 38 que ve con gran preocupación "el uso 
generalizado de la prisión preventiva y por períodos de tiempo que muchas veces exceden de un plazo 
razonable". Luego, lo vuelve a plantear en el punto 41 -también en los otros puntos- cuando dice que 
esto fue corroborado "por las numerosas entrevistas realizadas a internos de todos los centros penales 
visitados, en las que un importante número de reclusos manifestó estar o haber estado en prisión 
preventiva por períodos que superan los dos años". 


Esto no es un dato menor; no es un dato como para pasar por alto. Entonces, sobre esto 
también quería algún comentario suyo. 


SEÑOR GARCÉ.- De la intervención anterior de la señora Diputada Bottino, me quedó un aspecto que 
no mencioné. La señora Diputada planteaba la cuestión de la asistencia letrada. Ahí, un poco, me 
comprenden las generales de la ley porque yo soy defensor público, es decir, provengo de allí y tengo 
mi cargo reservado de defensor público. 


Ahora, a partir de esa experiencia y del conocimiento directo del 95% de los defensores 
públicos que tienen a su cargo prácticamente el 9% de las personas privadas de libertad, no tengo 
ninguna duda que técnicamente, en el expediente, el nivel de la defensa es de aceptable para arriba. 
¿Dónde falla? El problema está en el relacionamiento que se da en esa ausencia tantas veces 
denunciada en el sentido de que hay gente que dice: "Yo no tengo abogado". A eso le respondemos: 
"No señor o no señora, ¿cómo no va a tener abogado? Usted lo tiene". Entonces, nos dice a su vez: 
"Bueno, si lo tengo, no lo conozco; no lo vi en los últimos cuatro años; es como no tenerlo". Eso es 
verdad, salvo en aquellos casos en que se atiende en Montevideo por la Defensoría de Ejecución 
Penal, porque se trata de penados. Allí hay un sistema de visitas. ¿Pero cuándo es que necesita más 
el defendido, cuando ya tiene la sentencia y lo único que tiene que hacer es contar los años o los 
meses para pedir la libertad anticipada o antes, mientras es procesado y no sabe cuánto tiempo va a 
estar? Es allí donde se verifica ese problema. 


En el interior también ocurre. Hay departamentos en que uno va a la cárcel y pregunta: "¿Te 
ve tu abogado? ¿Lo conocés? Y responden: "Sí, sí. Viene siempre". Puedo dar por lo menos cuatro o 
cinco nombres de esos abogados de oficio que siempre están. Y hay otros departamentos en que 
sabemos que los defensores pasan un año y no van a la cárcel. Se les ha hecho algún tipo de 
amonestación, pero no hay manera. De repente, en el mismo departamento, hay dos defensores: uno 
va y el otro no. 


Acá, nuevamente, ocurre lo que todos sabemos: la superintendencia correctiva de la defensa 
pública, lo mismo que de los magistrados del Poder Judicial, la tiene la Suprema Corte de Justicia. 


Creo que el nivel técnico de la defensa pública es por lo menos bueno. Lo que pasa es que 
falla muchas veces en el vínculo. De repente el defensor hizo una impecable gestión desde el punto de 
vista del planteo de los argumentos, pero si el defendido no lo conoce, no lo sabe. Entonces, muchas 
veces hay un problema de información. 


Con respecto a las inquietudes del señor Diputado Pérez, tanto en los enfermos de cáncer 
como en otras enfermedades que requieren un seguimiento especial, se da un problema generalizado 
de coordinación con especialistas, aun en los casos en que ha ingresado el programa de personas 
privadas de libertad. En ese sentido, se ha mejorado mucho en la coordinación, pero todavía cuesta. 
Muchas veces, la falla se produce en este sentido. Hay una persona que tiene que ser trasladada un 
determinado día al hospital tal o cual para hacerse un examen. Llega ese día y no lo llevan porque no 
había móvil, porque el móvil no tenía nafta o porque el móvil estaba afectado a cualquier otra tarea. Se 
perdió la fecha y hay veces en que hay que empezar todo de nuevo, y son cuatro o cinco meses y es 
tiempo que se pierde. 


Entonces, la calidad de la atención en general -en los niveles primarios ni que hablar, pero 
también en los niveles más especializados- depende de quiénes sean los médicos que están a cargo 
de la salud de las personas en ese establecimiento. Si son médicos penitenciarios, el servicio en 
general es deficiente y, en algunos casos, se verifican situaciones cuasi delictivas de omisión 
contumaz. En otros casos, cuando es el servicio de ASSE, hay una mejor atención. 


Esto pasa también con las mujeres. ¿Se hacen los controles ginecológicos 
correspondientes? En algunas cárceles sí y en otras no. En general, donde ingresa el servicio de 
ASSE, en poco tiempo tiende a normalizarse esta situación y la presión baja inmediatamente. 
Muchísimas veces, se generan incidentes, conflictos y problemas porque las personas están 
reclamando la asistencia que les corresponde y no la reciben. Entonces, es otro argumento más como 
para hacer la fuerza necesaria a fin de que se continúe con este proceso de transición y que ASSE 
tenga mayor participación en el sistema penitenciario 


En relación con lo que planteaba el señor Diputado Pérez sobre la prisión domiciliaria, quiero 
decir que las normas correspondientes existían antes de la ley de 2005; fueron precisadas por la ley de 


humanización, pero existían ya en el Código del Proceso Penal de 1981. El principio es que aquella 
persona que no está en condiciones de soportar la ejecución de una pena privativa de libertad, no se la 
puede someter a una forma de trato cruel. Por lo tanto, existen instancias para que con la debida 
evaluación médica, se pueda dar la prisión domiciliaria. Pero las normas dicen una cosa y después la 
realidad nos muestra otra cosa bastante distinta. En los departamentos del norte, sobre todo, en 
frontera -lo he visto en Artigas y en Rivera-, la proporción de personas de mayor edad dentro del 
sistema penitenciario suele ser mucho más importante que en el sur, porque también hay una mayor 
proporción de delitos sexuales. Son características que se dan. 


En esos casos, en general, son autores de delitos sexuales quienes están hace años, 
muchas veces tirados en la cama, que prácticamente no pueden bastarse a sí mismos y los propios 
compañeros de celda son quienes los asisten para bañarse, comer, etcétera. Hace quince días conocí 
un caso de una persona en Rivera, que me impresionó mucho, que no tenía familia y no tenía dónde ir. 
En Rivera no existe un lugar donde esta persona pueda ir. Llamaron desde la Jefatura de Policía de 
Rivera al Piñeyro del Campo y le contestaron que no era posible recibirla porque había una lista de 
espera interminable y que se le daba prioridad a la gente de acá. Entonces, esta persona está hace 
cuatro o cinco años presa porque no tiene dónde ir, porque no existe una alternativa para ubicarla. 


Situación similar hemos constatado en hospitales psiquiátricos, en las colonias, donde hay 
gente que hace una generación que está viviendo allí porque no tiene a nadie afuera, no tiene casa; 
por eso prefieren quedarse allí. 


Con relación a la inquietud de la señora Presidenta, que comparto, vinculada con la 
interacción de enfermedades oportunistas de pacientes que viven con VIH, me consta que existe una 
buena coordinación entre la Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa y Enfermedades 
Prevalentes, ONUSIDA y otras instituciones que trabajan esta temática. Sería muy importante que a 
ese par de organizaciones se sumara una presencia, por ejemplo -disculpen la reiteración-, de ASSE, 
para completar la trilogía; en ese caso, sin duda que los niveles de atención podrían ser mucho 
mejores. 


Hay muchas situaciones atribuibles al impacto de estas enfermedades oportunistas, que se 
podrían evitar. Hay suicidios que se podrían evitar; hay muertes en incidentes de patio que se podrían 
evitar y hay enfermedades que, si bien se podrían solucionar de una manera muy simple, se complican 
porque la asistencia no se da en tiempo y en forma. 


Por eso, me parece que la solución no pasa necesariamente solo por la plata, sino también 
por una mejora de la gestión; se podría avanzar mucho más con lo que ya se dispone. 


Por otra parte, volviendo al tema procesal -otra de las inquietudes planteadas por la señora 
Presidenta-, en la reunión que mantuvimos con el Comisionado Escobar Gil en el despacho, preguntó 
acerca del sistema procesal, y quedó bastante sorprendido; preguntó: "¿Uruguay mantiene todavía el 
sistema inquisitivo? Yo pensaba que ustedes ya lo habían modificado". El tenía noticia de aquel 
proyecto fallido de 1997-1998, que al final todos sabemos terminó, inaplicado primero y derogado 
después. 


Lo mismo decía Mandred Nowak, cuando vino a Uruguay; decía: "Uruguay es un país 
avanzado o relativamente avanzado en muchas cosas. ¿Cómo tiene estas cárceles?". El Comisionado 
de la OEA preguntaba: "¿Cómo puede ser que ustedes tengan una estructura procesal tan obsoleta, 
que en realidad la mayoría de los países ya la abandonaron hace tiempo, con buen resultado? Se 
entendería que hubiese habido una experiencia fallida y hubiera sido necesario volver al sistema 
anterior". Entonces, parece difícil resolver adecuadamente el tema de la cantidad de procesados con 
este sistema lento, trabado, tal como era difícil también progresar en los juicios civiles hasta la reforma 
procesal de 1989. Los juicios civiles todavía siguen siendo muy lentos y muy trabados, pero mucho 
peor era la situación con el viejo esquema de 1878, el viejo Código de Instrucción Criminal. 


Entonces, estoy corroborando la apreciación de la señora Presidenta en el sentido de que 
hay personas que llevan dos años y más esperando la sentencia. Por ejemplo, en los departamentos 
de Artigas y de Rivera hay gente cuya sentencia de primera instancia lleva ocho, nueve y diez años. 
Conocemos un caso en Colonia de una persona que llevaba penada en primera instancia once años, y 


todavía no había tenido una sentencia definitiva de segunda instancia. Once años es realmente una 
extensión inadmisible. 


Creo que el Parlamento -por eso es bueno dedicarle tiempo y atención a este tema-, desde la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado y la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, puede dar finalmente el paso 
para cambiar este sistema procesal penal obsoleto, que además heredamos de la dictadura, porque 
este código fue sancionado en 1980 y evidentemente en aquel momento no se pudo trascender la vieja 
concepción de principios de siglo XIX. 


SEÑOR MOREIRA.- Como dijo la señora Presidenta, estas consideraciones de la Relatoría las hemos 
visto reiteradamente expuestas en los informes del Comisionado, que también hizo prevenciones sobre 
mucho de los temas que se señalan. 


Por otro lado, el problema de los defensores de oficio también se da en materia de minoridad 
infractora, porque los informes de UNICEF dan cuenta de que muchos de los menores infractores 
tampoco conocen a sus defensores, aspecto que fue debatido en la Comisión. Ellos dicen que no. 
Además, como dijo el Comisionado, el caso de esta gente es que generalmente provienen de sectores 
marginales de la sociedad y no tienen medios para pagar un defensor, por lo que acuden a los que les 
proporciona el Estado. Creo que en el caso de los menores el problema es peor porque, si no me 
equivoco, el 98% no los conoce. 


Esta es una deficiencia del sistema y me parece que habría que trabajar al respecto. Este 
tema ya fue discutido en la Comisión bicameral. 


También me preocupan los señalamientos que se reiteran en cuanto al elevado ingreso y 
consumo de drogas en los establecimientos, la falta de medicamentos -según se señala- por episodios 
de corrupción, seguramente de parte de funcionarios, la escasez de personal afectado a las tareas de 
custodia y de rehabilitación. Creo que no es el Comisionado quien deba darnos cuenta de esto. Hace 
poco concurrió el señor Ministro a la Comisión de Constitución y Legislación y hablamos de la falta de 
personal dedicado a la vigilancia, a la prevención y a la represión, que también se da en este caso. 
Digo esto porque debe haber sido en julio del año pasado que se votó la ley de emergencia carcelaria, 
en una instancia anterior al Presupuesto, y seguimos con el mismo problema de no haber podido llenar 
las 1.500 vacantes que se crearon. A esto hay que agregar las vacantes que se crearon en el 
Presupuesto. 


Entonces, tenemos un déficit en el llenado de vacantes que atenta contra cualquier intento 
serio de rehabilitación y seguramente estará obstando a que se lleven más reclusos a Punta de Rieles, 
porque me imagino que no los llevan porque no tienen quién los cuide. 


Este tema me preocupa y me parece que no es menor, y tendríamos que conversarlo con el 
señor Ministro. 


Ayer, en un programa de televisión, escuché al Comisionado referirse al problema de las 
guardias en las puertas por parte del personal del Ministerio de Defensa Nacional, lo cual está regulado 
por una ley que si bien fue promulgada los primeros días de enero de este año, estamos en setiembre 
y todavía sigue sin efectivizarse. Todo esto coadyuva al ingreso de drogas y de armas, a los episodios 
de violencia intracarcelaria, a una serie de problemas que siguen sin solucionarse. 


Por otra parte, el hacinamiento crítico -que en el caso del COMCAR es hipercrítico, porque 
hay un 200% de hacinamiento porque tiene capacidad para 1.600 presos y tiene 3.200- hace 
absolutamente imposible la rehabilitación. Hay que ver las condiciones en que viven los presos, 
apilados de a nueve o diez; las condiciones son realmente terrible. 


En cuanto a las modificaciones legislativas, me parece que la Comisión que creó la ley de 
humanización y modernización del sistema carcelario elaboró un anteproyecto, que el Poder Ejecutivo 
tomó como suyo y lo envió a la Comisión; lo estamos considerando. Supongo que se aprobará 
prácticamente como viene, porque es un abigarrado conjunto de normas, y tocar algo será muy 


complicado. Después corresponderá a los Diputados ocuparse del tema, pero me parece que es 
absolutamente necesario y, en ese sentido, coincido con el Comisionado en que en estos tiempos el 
sistema procesal es obsoleto. Creo que el inspirador de esa norma fue Bayardo Bengoa en 1980. 


Recién accedí a un proyecto enviado por el Poder Ejecutivo -que seguramente será objeto de 
debate en estos días-, de cuya primera lectura creo advertir que no se propone una liberación 
anticipada automática de presos sino el análisis de los niveles de hacinamiento; la tolerancia de 
hacinamiento; una comisión que siga el estado del hacinamiento e informe al Poder Judicial para que 
este analice los casos en los que se han cumplido los dos tercios de la condena o de la pena de 
privación de libertad, se tenga más de setenta años o problemas siquicos. Se debe analizar, solo 
analizar, y no disponer preceptivamente la libertad. Este va a ser un tema muy polémico porque esa 
norma tiene muchas otras normas, algunas que fueron objeto de acuerdo en la multipartidaria de 
seguridad, como el instituto de rehabilitación, las normas sobre derechos humanos y obligaciones de 
los presos, la clasificación de los reclusos, etecétera. Por ejemplo, se dispone que los que tengan una 
identidad sexual diferente estén aislados. Yo sé que eso se hace de hecho, pero no hay norma que lo 
imponga. Ahí se impone, y seguramente eso va a generar polémica de parte de algunos grupos que 
van a decir que es una discriminación; es probable que eso suceda. Pero, bueno, este proyecto va a 
poner todo este tema en el tapete. Yo no lo voy a poner a consideración de la Comisión porque sé que 
muchos no lo han leído; el Comisionado lo ha leído y debe tener su opinión formada. 


Hoy escuché declaraciones del Presidente de la Corte diciendo que le parecía una presión a 
la Justicia el hecho de que se le diga que en determinado lugar hay hacinamiento crítico y que 
entonces hay que analizar la concesión de libertades anticipadas o condicionadas. Esto va a dar 
mucho que hablar hasta en esta propia Comisión. 


Creo que el proyecto mencionado ingresó a la Comisión de Derechos Humanos de esta 
Cámara y va a colocar nuevamente este tema en el centro de la atención legislativa y de la opinión 
pública. 


Lo de la prisión preventiva está bien. Podremos discutirlo acá científica y académicamente, 
pero a la población no es fácil explicárselo, porque la mayoría de los casos, como decía el Presidente 
de la Comisión, son de flagrancia. Entonces, la preocupación en el sistema acusatorio es cómo se va a 
liberar a alguien a quien se considera culpable de un delito. La alarma social la puede causar que no se 
dicte la prisión preventiva de entrada, lo que iría al revés de este razonamiento. Hoy la población está 
pensando que a todos los que cometen delitos hay que meterlos en cana de inmediato y tenerlos 
presos el mayor tiempo posible. Esa es la conciencia ciudadana; vamos a decirlo acá; esta es la 
verdad de la milanesa. Los ciudadanos quieren que se hagan cárceles más grandes y los mantengan 
adentro, no esto que estamos diciendo acá. 


(Interrupciones) 


-Es así porque una de las críticas, advertencias y prevenciones que se tiene con el proyecto del Código 
del Proceso Penal es la alarma que puede provocar a la población que alguien que comete un delito 
flagrante no quede preso de inmediato. Entonces, va a haber que afinar mucho el criterio. Yo sé que el 
Comisionado con todos sus años de Comisionado y de Defensor de Oficio sabe cómo se manejan 
estas cosas, a nivel académico y a nivel de la propia experiencia de vida. 


SEÑORA BOTTINO.- Lo que voy a decir tiene que ver con una referencia que se hizo respecto a los 
programas de trabajo y estudio, que es una preocupación que tenemos, porque si estamos hablando 
de procesados que están una cantidad de tiempo recluidos, evidentemente son distintas las 
condiciones en las que podrían estar si se desarrollan estos programas. 


Se hablaba de que apenas el 20% de las personas privadas de libertad accede a esos 
programas. Hemos tenido oportunidad de ver en Paysandú el convenio entre el Ministerio del Interior y 
AFE. En ese caso, había treinta puestos de trabajo y por lo que nos decía el encargado de la cárcel, 
únicamente quince personas -que están cumpliendo una labor excepcional- reunían las condiciones. 
Para nosotros la rehabilitacion es fundamental. Debemos dar condiciones para que puedan acceder a 
estas cosas y permitirles el contacto con la sociedad, que los ve trabajando y muy bien. En el interior el 
trabajo que realizan es bien reconocido. Quería hacer referencia a ese porcentaje tan bajo de 


personas. Más allá de redimir sus penas por medio del estudio y el trabajo, creo que es fundamental 
poner el énfasis en la rehabilitación; en ese sentido, de repente podemos hacer algo para bajar la 
reincidencia. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Creo que este tema involucra a los tres Poderes. En el Senado tenemos la 
reforma del Código del Proceso Penal y en Diputados el Código del Proceso Penal; las dos Cámaras 
estamos involucradas. Sé que la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración está pronta a finalizar la tarea, no sé cómo estará el Senado al respecto. Hay una 
responsabilidad nuestra en cuanto a avanzar en la solución de estos temas. 


No hay duda de que el Poder Judicial tiene gran responsabilidad en esto, no solamente en la 
saturación de casos. El año pasado, se intentó ayudar generando en la Ley de Presupuesto un nuevo 
Tribunal de Apelaciones en lo penal. De todos los que pedían, el Poder Legislativo priorizó ese; o sea 
que se hacen esfuerzos para ayudar. Ni que hablar que el Ministerio, que es el que ejecuta todo esto, 
tiene una gran responsabilidad en seguir haciendo esfuerzos, que en cierta manera se recogen en el 
informe. Los avances que se han logrado por supuesto que siempre van a ser menores a las 
expectativas. 


Quisiera que esta versión taquigráfica se pasara a la Suprema Corte de Justicia, para que 
sepan cómo estamos discutiendo esto. A veces existe la visión de que es el Parlamento el que no 
resuelve, y en realidad no es tan así. Y es cierto también que a veces nosotros queremos resolver los 
problemas y hacemos normas que luego la realidad nos dice que no son tan fáciles de implementar, 
como la que nombraba el Senador. Hasta el día de hoy no tenemos la implementación avanzada de la 
ley de emergencia carcelaria porque los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior no han podido 
resolver uno de los temas, cosa que alertamos en su momento. No es fácil otorgar el cuidado de la 
puerta a un Ministerio distinto del que tiene a su cargo las cárceles. Reitero: esto al día de hoy no se ha 
podido resolver. 


También entendemos necesario ver de qué manera avanzamos prontamente en adecuar la 
legislación hacia una concepción más abierta a los temas cuando en la propia sociedad, tal como se 
referenciaba, hay un sentimiento de que hay que aplicar mayor castigo, mayor punidad, y eso 
fomentado inclusive desde el propio ámbito político, a través de los debates políticos que damos en los 
distintos sectores. Entonces, es difícil congeniar estas necesidades; ha pasado por ejemplo en lo que 
tiene que ver con el debate de los menores infractores. Por un lado los estigmatizamos y decimos que 
son los culpables de todo, juntamos firmas y hacemos un montón de cosas. Esto no pretende ser una 
referencia política pero es la realidad. Es lógico: la gente, así sea porque salió con una lapicera de un 
supermercado, quiere que los menores vayan para el INAU y no que se aplique una medida sustitutiva. 
Eso nos llama a la reflexión para seguir pensando en que la adecuación de las normas debe estar 
dirigida también al cambio de cultura, que hoy mencionaba el doctor Garcé. Es necesario que 
practiquemos eso. 


Reitero mi inquietud en cuanto a enviar la versión taqigráfica de esta sesión a la Suprema 
Corte de Justicia para que sepa cuál es la visión del Parlamento cuando considera estos temas a fin de 
hilvanar acciones en conjunto. 


Tengo un par de preguntas sobre el informe que el Comisionado realiza sobre el CNR. 


Una tiene que ver con la necesidad de mayor guardia perimetral en virtud de que el vallado 
no está terminado. No sé si no podemos transmitir al Ministerio del Interior que está el convenio en 
cuanto a la custodia por parte del Ejército, y que si no hay suficientes policías o guardias de cárceles 
para reforzar la custodia mientras no se termina el vallado perimetral, se puede echar mano a esto. Es 
una zona de población que tiene que tener tranquilidad y garantías. 


Hemos tomado contacto con familiares de muchachos que estaban en el CNR y que ahora 
van a Cabildo, quienes relatan que la situación ha cambiado notoriamente y que la vecindad también lo 
está percibiendo. Entonces, es bueno que, ante esta inquietud que plantea el Comisionado en el 
informe, podamos plantear al Ministerio que implemente un refuerzo de la custodia en el sistema 
perimetral. 


También quisiéramos saber en qué situación se encuentran los muchachos que estaban en 
el CNR y pasaron a Cabildo, porque en este establecimiento había graves dificultades edilicias. 
Inclusive, los familiares estaban dispuestos a aportar ayuda para mejorar la infraestructura. 


SEÑOR ESPINOSA.- Celebro la inclusión y recurrencia del tema del cambio cultural -¡vaya si eso será 
importante en el sistema penitenciario!- habida cuenta de que no se ha avanzado mucho. Hay que 
decirlo con total franqueza y no para el debate. Seguimos con superpoblación, con un gran 
hacinamiento, con grandes problemas y las complejidades estructurales determinan que los maestros y 
profesores -para cuya contratación se destinan recursos- no tengan lugar dónde ejercer su actividad. 
También hay problemas enormes de salud y de estructura edilicia que, de alguna manera, van en 
contra de la seguridad de los internos y de los agentes policiales. 


El cambio cultural implica erradicar algo que, desde mi punto de vista -lo digo con total 
franqueza-, es absolutamente aberrante, insostenible e intolerable: el consumo generalizado de droga. 
Nos llama poderosamente la atención que existan niveles de consumo tan altos en los centros 
penitenciarios, donde la sociedad cree que está la máxima protección y seguridad. Se debería haber 
hecho algo desde mucho tiempo atrás. ¿Es difícil? ¡Vaya si será difícil! Pero esto es insostenible. Eso 
crea una inseguridad interna y externa imponderable y una red de violencia intrapenitenciaria increíble. 
Además, genera todo lo otro: la corrupción, las transas, los buenos y los malos. En todos los ámbitos 
hay buenos y malos funcionarios. Doy por descontado que hay buenos funcionarios policiales que 
están trabajando en las cárceles que tienen la mejor buena voluntad y otros que han caído en la 
tentación y han recorrido un camino distinto. 


Tampoco logro comprender por qué existe tanta dificultad para avanzar en los sistemas 
penitenciarios rurales. Tenemos casos emblemáticos como el de Canelones: decenas de hectáreas en 
una chacra penitenciaria que podría exponer otro tipo de virtudes y potencialidades pero seguimos 
embarcados, por las cuestiones que sea, económicas o burocráticas. Todo eso repercute en la 
alimentación de un círculo perverso. La Jefatura Departamental de Canelones destina el 60% de su 
presupuesto a la cárcel, retaceándolo a otras actividades como la prevención y la seguridad pública. 


Aquí vuelvo al concepto del cambio cultural. Aspiro a que a través de la ley de participación 
público-privada y los anuncios de la construcción de nuevas cárceles se pueda abordar un sistema 
diferente, pero me atrevo a decir que arrancando de cero. No quiero que se malinterprete, pero en mi 
departamento decimos que una manzana podrida pudre todo el cajón. Habrá que ser muy cuidadoso 
en cuanto a esas vacantes que se mencionan -que están; que se han votado- para instruir y capacitar 
personal a fin de que, cuando se construyan cárceles, tengamos un modelo distinto sin vicios ni 
contagios. 


Por supuesto, me atrevo a decir con respeto y con cariño, que vamos a dar un gran debate 
por la última propuesta que ha ofrecido el Gobierno, que se aleja mucho de la anterior. Pero también el 
Gobierno y el oficialismo en su conjunto, deben entender que el Parlamento le ha dado, conforme a los 
acuerdos políticos, todas las herramientas y ha aprobado leyes de emergencia penitenciaria para 
avanzar un poco más. Sin embargo, da la sensación de que estamos detenidos. 


Este informe del Relator de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la 
Organización de los Estados Americanos sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en 
Uruguay y otros tantos que se han realizado son reiterativos. Celebro que, por suerte, tenemos la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y un Comisionado Parlamentario que nos permiten un 
contacto directo con situaciones que -hay que decirlo con total claridad- antes eran absolutamente 
desconocidas. Esa claridad, esa objetividad, esa imparcialidad con la cual hoy conocemos los temas 
resulta de ayuda. 


Quizás no tenga las respuestas, pero quisiera formular dos preguntas concretas al señor 
Comisionado. La primera es cómo piensa que se podrían articular las políticas de rehabilitación y de 
reinserción, sabiendo que no se está dando cumplimiento a lo preceptuado por la ley de humanización 
de las cárceles en cuanto a la contratación por parte del Estado para la construcción de obra pública de 
los egresados del sistema. 


¿Cómo se puede hacer para mejorar la participación de ese número tan importante de 
maestros y profesores para la condonación de días de pena por días de trabajo y estudio? 
¿Cómo podemos tener un sistema en el cual no ingresen drogas ni armas de fuego y abatir los niveles 
de corrupción interna y externa que tanto preocupan? 


SEÑOR RADÍO.- En realidad, como señalaba el señor Diputado Espinosa, las consideraciones que se 
hacen en los informes se reiteran, pero también se reiteran muchas más cosas, como el contenido de 
estas reuniones. Cada vez que nos juntamos hay una serie de lamentos; nos lamemos las heridas y 
nos decimos las mismas cosas. Todos los problemas complejos tienen soluciones complejas y 
protagonistas y responsables múltiples. 


Quiero decir que todos tenemos una cuota parte de responsabilidad en esto. El señor 
Diputado Pardiñas propuso enviar la versión taquigráfica al Poder Judicial y estoy absolutamente de 
acuerdo porque me parece que hace falta una visión autocrítica. Además, tiene responsabilidad el 
Gobierno, que también debe realizar una autocrítica y admitir que existe un problema de gestión. No 
me refiero a la perspectiva ideológica y al cambio abrupto en cuanto al enfoque, que se nota pero que 
nadie asume, entre el Gobierno anterior y el actual. Asimismo, hay graves problemas de gestión, 
porque no se encaran leyes que se votaron hace un tiempo, acerca de las cuales incluso hicimos 
recomendaciones. Y también tenemos responsabilidad los políticos. ¡Que poco contribuimos al cambio 
cultural en la sociedad! Cada vez que hay un debate nadie asume que tenemos que cooperar y tener 
otra perspectiva. El señor Diputado Pardiñas señaló hace un momento que en los debates que tienen 
que ver con la minoridad infractora nosotros contribuimos a la lógica que impera en el inconsciente 
colectivo que lleva a decir: "Sáquenmelos de la vista. Métanlos adentro. Escóndanlos a la sombra lo 
más posible". Por lo tanto, reitero que todos tenemos cuota parte de responsabilidad y no sé si nos 
hacemos bien al discutir permanentemente lo mismo. 


¿Qué está haciendo falta para que el Poder Ejecutivo ejecute? ¿Qué está haciendo falta para 
que se implementen las normas que se votaron hace más de un año? ¿Qué está haciendo falta para 
que nosotros no digamos una cosa acá y otra cuando salimos a debatir públicamente en la televisión, 
donde parece que es una competencia para ver quien pone la pena más grande? Me parece que todos 
tenemos que ser autocríticos. 


Pido disculpas por las consideraciones, porque en realidad no realicé ninguna pregunta. 


SEÑOR MOREIRA.- Los problemas de gestión no son problemas del Parlamento; no son problemas 
nuestros. En lo personal trato de ser constructivo. Hicimos una Comisión multipartidaria para pergeñar 
soluciones comunes. Además, impulsamos proyectos de ley en la Comisión de la Asamblea General en 
materia de minoridad. Sin perjuicio de esto, tratamos de construir y aportar con iniciativas o 
acompañando proyectos del Poder Ejecutivo. De cualquier manera, reclamamos al Poder Ejecutivo que 
gestione bien. Y ese no es un problema del Parlamento y mucho menos de la oposición. A lo sumo, 
será responsabilidad del partido de gobierno, porque nosotros no somos los que manejamos el 
Ministerio del Interior ni el Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Por lo tanto, me parece que es un aporte exponer nuestras críticas en este ámbito para 
excitar el celo de la Administración y que no se demore un año en nombrar 1500 funcionarios ni en 
poner la nueva guardia en las puertas. Me parece que hay un déficit de velocidad; es todo muy lento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a hacer algunas aclaraciones. 


En primer lugar, hoy la Comisión está convocada para analizar el informe del Relator; por lo 
tanto, si el Relator reitera los temas, no tenemos más remedio que repetirlos. Hago esta aclaración 
porque esto no es una especie de catarsis mensual, sino que este debate es la consecuencia del 
informe. 


En segundo término, como tenemos un Comisionado Parlamentario para el Sistema 
Carcelario, lo invitamos a participar de esta reunión porque acompañó al Relator a recorrer los lugares. 


En tercer lugar, me animo a pensar -quizás me equivoque- que el Relator debe haber tenido 
algún contacto con la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR GARCÉ.- Sí tuvo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Digo esto debido a la propuesta de enviar la versión taquigráfica al Poder 
Judicial, porque me consta que cuando viene un Relator se comunica con los tres Poderes del Estado. 


Además, quiero decir que a veces, cuando llegamos tarde a las Comisiones, no nos damos 
cuenta de que antes de nuestra llegada se trataron temas y los volvemos a poner sobre la mesa; esto 
nos pasa a todos. De todos modos, reconozco que siempre queda un saldo positivo. 


Conjuntamente con el informe, se repartió la versión taquigráfica de la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado a la que concurrió el señor Ministro del Interior. En ese 
momento, el señor Senador Moreira realizó algunas preguntas vinculadas a temas carcelarios. En 
realidad la visita era por otros asuntos, pero igual se puso sobre la mesa el tema carcelario. En la 
versión taquigráfica se encuentran las respuestas del Director, doctor Carreras, vinculadas a algunas 
inquietudes que se plantearon aquí. O sea que en el material que se repartió están las respuestas a 
algunas de las preguntas que se hicieron aquí. 


Por lo tanto, no es necesario reiterar temas que, de pronto, ya los podríamos tener 
asimilados. 


SEÑOR PÉREZ.- Con ánimo constructivo, quiero decir que hoy recibimos informes muy concretos 
sobre algunas carencias y puntos a ajustar desde el punto de vista de la salud. En ese sentido, estimo 
conveniente que la versión taquigráfica sea enviada también al Ministerio de Salud Pública. 


Por otra parte, quiero realizar una consulta, partiendo de la base de algo que he podido 
constatar. En la cárcel de mujeres de Canelones, de un total de 70 reclusas, 55 me manifestaron que 
no reciben artículos de higiene íntima. Entonces, quisiera saber si esto se da en todas las cárceles y si 
este problema va unido al esquema sanitario. 


SEÑOR GARCÉ.- Tengo anotadas seis preguntas formuladas por los Legisladores sobre cuestiones 
distintas. Para mí es un gusto concurrir a la Comisión porque surgen muchos temas. Por lo tanto, voy a 
ir contestando las inquietudes por su orden. 


El señor Senador Moreira dijo hace unos instantes que es probable que la designación de los 
operadores penitenciarios incida en la velocidad con la cual se puede estar habilitando la apertura de 
algunos de los nuevos establecimientos. Estamos haciendo visitas al norte del río Negro cada quince 
días. Hemos estado planificando eso y en algún momento vamos a llegar a Paysandú y Cerro Largo. 
Hace veinte días estuvimos en Rivera y pudimos constatar que la cárcel tiene cuatro pisos y un total de 
cuatrocientas plazas. Están habilitados los dos primeros pisos, lo que permitió absorber la totalidad de 
la población carcelaria masculina. La vieja cárcel departamental sigue siendo el lugar de reclusión de 
las mujeres. Allí se duplicó el metraje, pero igual están hacinadas. El viejo puesto de guardia ahora es 
un dormitorio, entonces, en lugar de haber tres camas, hay cuchetas lo que permite que estén un 
poquito más extendidas, pero el hacinamiento persiste. Lo que sucede es que la Jefatura de Policía de 
Rivera no tiene los medios para poner en funcionamiento el 100% de la cárcel 


Para ser ilustrativo, voy a contar una anécdota. Cuando llegamos a Cerro Carancho, que es 
el lugar donde está la cárcel, nos recibió un policía muy afectuosamente -uno tiene la sensación de 
estar en el confín del país, muy cerca de la frontera-, y le dije: "Y, don ¿cómo está? y me respondió: 
"Acá estamos, solos". Y era él que estaba solo en la puerta. Luego le pregunté al Jefe de Policía 
cuántos efectivos están afectados a la guardia externa y me contestó que destina los efectivos que 
puede porque es un edificio mucho más grande que la vieja cárcel departamental. Entonces, con parte 
del personal de la Seccional la. se resolvía la seguridad trasera de ese edificio, pero ahora están en el 
medio del campo. 


En Rivera, en Maldonado y en Montevideo hubo llamados para operadores penitenciarios. Yo 
participé recientemente en una actividad de formación y quiero compartir lo que les dije a lo 
operadores: "Ustedes van a ser los gestores del cambio". Porque si hay más metros cuadrados y no 
cambia el modelo de gestión, seguimos dentro de las mismas lógicas de custodia y seguridad que nos 
impiden avanzar. Esto tiene que ver con lo que planteó la señora Diputada Bottino en cuanto a por qué 
hay algunas trabas que no permiten que haya mayor cantidad de personas trabajando o estudiando. 


En ese sentido, creo que los nuevos operadores penitenciarios serán una de las claves de la 
transformación. Los metros cuadrados están, aunque creo que por lo menos hay que construir dos mil 
plazas más y ojalá que a través de la ley de asociación público-privada se puedan llevar a cabo. 


Quería decir esto en cuanto al aspecto que planteó el Legislador Moreira. 


La señora Legisladora Bottino, planteaba el problema del número limitado de personas que 
están trabajando o estudiando, que es del entorno del 20%. La señora Legisladora, que es de 
Paysandú, conoce muy bien la experiencia de una cárcel donde muy pocos trabajaban pero que, sin 
embargo, en poco tiempo llegó a ser una cárcel modelo. Se puede ver con claridad la importancia del 
factor personal en la gestión. La carcel de Paysandú era violenta, sospechada de ser corrupta, y 
estaba dando problemas permanentemente, hasta que llegó el Comisario Inspector Sosa. Se pudo 
desarrollar un programa de trabajo ejemplar que, en parte, se mantiene; digamos que hay una 
estructura que sigue caminando. 


Hay que apostar decididamente a los convenios. En esto quiero hacer mención a algo que 
hasta ahora no ha sido planteado. Me refiero a la tarea del Patronato. Es necesario reconocer la tarea 
que está haciendo el equipo actual del Patronato. Esto no implica desvalorar lo que había hecho 
anteriormente la señora Cristina Gil, quien estuvo mucho tiempo trabajando en esto y con mucho 
entusiasmo. Últimamente, se han concretado muchos convenios que van a tener resultados visibles en 
el próximo año o en dos años. Se trata de unos cuantos convenios. 


Hay un aspecto que se va a plantear, que quiero que ustedes conozcan. El Patronato podrá 
cumplir mucho mejor todas las tareas que está haciendo si se transforma jurídicamente. Para poder 
gestionar los convenios que están en marcha -con los Rotarios y con la Unión Europea que, por lo 
menos, suman US$ 1:000.000-, si se mantiene la figura jurídica actual del Patronato, va a ser difícil que 
se puedan cumplir. Esta es una iniciativa del Director General de Patronato, Jaime Saavedra, que viene 
trabajando sobre la transformación jurídica; habrá que ver hacia cuál figura apunta. Tal vez, exista la 
posibilidad de transformar al Patronato en una persona pública no estatal, en la que sin perder 
determinados controles en la gestión, pueda cumplir mucho mejor el aporte, es decir, para que en lugar 
de ser solamente un 20% pueda ser mucho más. Podrá ser una persona pública estatal o no estatal, 
pero hay figuras jurídicas que permiten esa transformación. Sé que este tema viene avanzando. 


El señor Diputado Pardiñas planteó un par de preguntas. Con relación a la situación actual 
del CNR, se consultaba acerca de la guardia externa. En este momento, la guardia externa, con una 
población femenina que supera ampliamente la antigua población masculina, consta de tres o cuatro 
funcionarios. La razón por la cual hicimos esa contribución es porque veíamos que se venía una 
mudanza que iba a cambiar la población cuantitativa y cualitativamente. Enfrente hay viviendas y al 
costado un monte. El perímetro demorará cuarenta y cinco días más en ser completado. El Ministerio 
del Interior contestó inmediatamente. La asesora del señor Ministro, psicóloga Gabriela Fulco, dijo que 
se había tomado en cuenta la sugerencia y que se iba a implementar una mayor presencia de la 
guardia externa. El problema es que, hasta hace tres días, esto no se había dado. El tema no es 
menor. Ha habido un intento de fuga y, por suerte, quedó en la nada, pero la alarma que se puede 
llegar a provocar en el barrio es importante. Creo que toda contribución positiva que salga de la 
Comisión en cuanto a proponer alguna alternativa para que se refuerce el perímetro a cargo del 
Ministerio del Interior, hasta tanto el Ministerio de Defensa Nacional se pueda hacer cargo, va a ser un 
aporte valioso. Nadie quiere que pase una cosa así, pero la vulnerabilidad existe, así como también 
existe en el perímetro exterior de la cárcel de Rivera. Hay ciertas debilidades que creo se pueden 
corregir a tiempo antes de que suceda una situación indeseada. 


Con relación al traslado, la mudanza se cumplió en orden, en un fin de semana. Yo vi a la 
Directora del CNR, Margarita Hermida, que estaba trabajando con ropa sport, embalando cajas para la 


mudanza; la vi a ella y todas las oficiales. Eso habla del compromiso de gente que viene trabajando 
desde hace mucho tiempo. La mudanza salió. Por suerte, ese día no llovió porque era un problema 
grande. Imagínense el traslado de 54 varones para Cabildo y 144 mujeres para el CNR. Finalmente, el 
cambio se pudo dar sin problema. 


Con relación a lo que planteó el señor Diputado Espinosa en cuanto a la posibilidad de 
asociación entre el sector público y privado, efectivamente es una herramienta muy valiosa. Esperemos 
que en el resto del Período se pueda concretar la proyectada construcción de un complejo de, por lo 
menos, dos mil plazas más. 


En cuanto a las chacras policiales, mantengo la percepción de que se podría duplicar la 
cantidad de personas que hoy están allí, sin arriesgar una crisis de seguridad y sin gastar un solo peso; 
al contrario, recibiendo el Estado, de parte de los privados de libertad, un beneficio, no solo económico, 
sino de carácter social y humano. 


La reincidencia, tratándose de personas que están en las chacras, es la sexta parte del 
promedio general de reincidencia de todo el país, y en algunos casos menos. Alguien podrá decir que 
es una población distinta en su composición; sí, sin duda. Pero también convengamos en que si hay 
una persona que está haciendo bloques, ladrillos, baldosas, tiene mayores posibilidades después de 
desempeñarse lícitamente, autogestionando su propio empleo. 


Potenciar las chacras, iría en la línea de refundar el sistema penitenciario, que era la 
aspiración que tenía en 1997 el ex Legislador Díaz Maynard cuando hablaba de un Instituto Nacional 
de Rehabilitación; esta también era la idea del ex Legislador Chifflet y de tantos otros que trabajaron en 
el tema. Son figuras que utilizaban el término "refundación", que mencionó el señor Diputado Espinosa. 


SEÑOR RADÍO.- ¿Cuántas personas hay en las chacras actualmente? 


SEÑOR GARCÉ.- Entre 270 y 300 personas. En 2005, había 210 personas y se llegó a tener el doble 
en 2007-2008. Hubo muchos Jefes de Policía que se animaron a hacer los pabellones. En algunos 
casos, ampliaron los existentes y, en otros, crearon los pabellones. Se llegó a tener un máximo de 400 
personas. Si hubo una fuga en todo el año, fue mucho. Después, por inercia y por miedo, porque 
genera menos riesgo tener a las personas en el celdario que en las chacras, se juega a conservar el 
empate -disculpen la expresión deportiva-: "Que no se me escapen, yo estoy bien y tranquilo así". Es 
una lógica comprensible, que frena lo que debería ser un desarrollo mayor. 


Las chacras, en 2011, podrían tener el mismo nivel que en 2007. De entrada, se podría tener 
100 personas más. La capacidad está, pero se podría ir mucho más allá. Con la capacidad instalada 
actualmente, se podrían tener 200 personas más, sin que el Estado gaste un peso y sin arriesgar una 
crisis de seguridad. Eligiendo bien a las personas, no debería haber ningún tipo de problema. Ese sería 
otro aporte -como decía la señora Legisladora Bottino-, en el sentido de potenciar la cantidad de 
personas que trabajan 


Si hacemos una comparación a nivel internacional, nosotros tenemos entre un 3% y un 4% 
de la población reclusa en las chacras, con la limitación de que, en general, las mujeres no van a esos 
regímenes de confianza, y deberían ir. En Florida, están en un ambiente rural, pero hay solo una que 
trabaja en la chacra. En Colonia, salen extramuros, pero normalmente son varones. De esas casi 300 
personas que hay, diría que 290 son hombres y si son 10 mujeres, es mucho. 


Finalmente, con relación a lo que planteaba el señor Diputado Pérez en cuanto a la carencia 
de artículos de higiene en el pabellón femenino de Canelones, digo que este es un problema que se 
plantea cíclicamente. Se soluciona y se vuelve a generar el problema. A mí me consta que la Comisaria 
Margarita Hermida ha trabajado muchísimo en eso. Pero es cierto que existe esa carencia, que se 
soluciona cuando hay una donación grande. Por un tiempo hay stock y luego vuelve a caer, y hay 
departamentos en los que la provisión de esos artículos solamente depende de la familia. En algunos 
casos, el Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados colabora pero, efectivamente, es una 
carencia. En ese sentido, es bueno que la Comisión pueda tenerlo en cuenta y plantearlo. 


He tratado de dar respuesta a las inquietudes a las que añado simplemente la pregunta de la 
señora Presidenta. 


El día del almuerzo en el Ministerio de Relaciones Exteriores, cuando terminó la reunión, el 
señor Relator de OEA se dirigía a la Suprema Corte de Justicia a una reunión con su Presidente, el 
doctor Van Rompaey. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Propongo que la versión taquigráfica de esta sesión sea enviada a la 
Suprema Corte de Justicia, al Ministerio del Interior, al Ministerio de Salud Pública y, dado que ASSE 
está funcionando bien pero el problema está surgiendo con el servicio de sanidad, solicitaría que 
también fuera enviada específicamente a los servicios de salud del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


Se va a votar. 
(Se vota) 
-Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quería hacer un comentario. Apoyando lo que exponía el señor Comisionado 
Parlamentario para el Sistema Carcelario acerca de las tareas de los reclusos afuera de las cárceles, 
quería decir que en Canelones se hizo una experiencia muy buena: la limpieza de predios con riesgo 
de incendio por parte de reclusos de las cárceles del país. 


Esa experiencia tiene la limitante de la cantidad de guardias destinados a evitar las fugas, 
pero creo que con los medios tecnológicos se podría resolver fácilmente el tema, reduciendo el número 
de guardias y utilizando los famosos brazaletes. Creo que hoy hay posibilidades de ampliar el número 
de reclusos que puedan trabajar en tareas externas. Hay medios tecnológicos como para poder hacer 
un seguimiento exacto, preciso, sin destinar tantas horas-hombre. Creo que eso sería algo muy bueno. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 55.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


